PROYECTO DE LEY

La Honorable Cámara de Diputados y el Honorable Senado de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

Objetivos y fines de la ley
Artículo 1.

El Servicio Penitenciario Bonaerense tiene como fin primordial la reeducación y la rehabilitación de las personas sometidas a medidas privativas de la libertad, a fin de facilitar su futura reinserción social, como así también  el desempeño eficaz de una labor asistencial y de ayuda para internos durante el tiempo de cumplimiento de las  condenas. Será también responsable de la retención y custodia de los mismos en los establecimientos habilitados a tal efecto.

Artículo 2.

El Servicio Penitenciario Bonaerense desarrollará su actividad con las garantías y dentro de los límites establecidos por la presente ley, leyes de aplicación  penal , y normas reglamentarias.-

Artículo 3.

El Servicio Penitenciario Bonaerense desempeñará su actividad con un respeto absoluto hacia la personalidad humana de las personas privadas de su libertad, de sus derechos e intereses jurídicos que no fueran afectados por la condena, sin ningún tipo de discriminación por razón de raza, , sexo , opiniones políticas, creencias religiosas, condición social o cualesquier otra circunstancia, debiendo:1.Respetar el pleno ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales de las personas privadas de libertad.2.Facilitar por todos los medios que las personas privadas de libertad continúen sin ningún tipo de interferencia los procedimientos que tuvieran pendientes en el momento de ingreso a prisión y que puedan entablar nuevas acciones de ser necesario.3.Velar por la vida, la integridad personal y la salud de los internos.4.Designar por su propio nombre a los internos. 5.Dar a conocer al momento de su ingreso las normas que rigen en el establecimiento, las sanciones disciplinarias si las hubiere en caso de inconducta, y toda otra información que regule la convivencia dentro del establecimiento.-
Artículo 4.

Las personas privadas de su libertad deberán: 1.Permanecer en el establecimiento a disposición de la autoridad que hubiere decretado la medida privativa de su libertad.2.Cumplir las normas que regulan la vida interna dentro del establecimiento.3.Mantener una actitud de respeto y consideración ante los funcionarios de todo orden, tanto dentro del establecimiento como fuera del mismo durante su traslado en ocasión de ser necesario el mismo. 4.Mantener una conducta correcta con los demás internos.5.Proponer medidas  en todas aquellas cuestiones que mejoren la vida dentro del establecimiento.-
Artículo 5.

Ninguna persona privada de su libertad será objeto de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes ni amenazados de recibir los mismos, de parte de los funcionarios y agentes del Servicio Penitenciario Bonaerense.

De los Establecimientos  e infraestructura.

Artículo 6. 

Los establecimientos penitenciarios deberán estar destinados a: 1.Cumplimiento de medidas preventivas privativas de la libertad.2.Cumplimiento de penas privativas de la libertad.3.Establecimientos especiales.

Artículo 7.

Los establecimientos destinados al cumplimiento de penas  privativas de la libertad se organizarán por separado para hombres y mujeres, y serán de dos tipos: de régimen ordinario y abierto.

Para los menores privados de su libertad, deberán destinarse establecimientos separados.

Artículo 8.

Deberá disponerse para aquellas personas que cumplen penas privativas  de su libertad , que estén calificadas de peligrosidad extrema o que hayan demostrado causas graves de inadaptación, fundamentadas en hechos objetivos y analizados en la resolución correspondiente, establecimientos y/o lugares especiales para los mismos.  
En caso que el estudio de personalidad   compruebe o determine la presencia de anomalías o deficiencias, deberá ser trasladado al establecimiento especial correspondiente para su tratamiento.

Excepcionalmente, y alojado en forma separada de las personas privadas de su libertad que estén cumpliendo penas efectivas, podrán ser derivados a estos establecimientos dando cuenta a la autoridad judicial correspondiente, aquellos internos que estén cumpliendo penas preventivas en los que concurran las circunstancias referidas en el párrafo anterior.

Toda limitación que disponga la reglamentación en cuanto al régimen de los internos de estos establecimientos, deberá respetar la integridad personal de los mismos.

La permanencia de las personas privadas de su libertad en estos establecimientos será por el tiempo necesario hasta tanto desaparezcan o disminuyan las condiciones o circunstancias  que determinaron el ingreso a los mismos.

Artículo 9.

Los establecimientos especiales son de carácter asistencial a efectos de brindar asistencia hospitalaria, psiquiátrica o de otro tipo de rehabilitación social, a efectos de brindar el tratamiento adecuado a las personas privadas de su libertad, de conformidad a la resolución judicial y de acuerdo a la legislación vigente en la materia.

Artículo 10.

Para decidir el establecimiento donde será alojada la persona privada de su libertad, se deberá evitar el desarraigo social del  mismo, debiendo prevalecer la cercanía del domicilio del núcleo familiar.

Los establecimientos penitenciarios no deben alojar a más de 350 internos por unidad.

Artículo 11.
Los establecimientos penitenciarios deberán contar en el conjunto de sus dependencias con servicios en perfectas condiciones tanto en los dormitorios, enfermería, escuela, biblioteca, instalaciones deportivas y recreativas, talleres, patios, peluquería, cocina, comedor, locutorios, salas de visita, y todo aquello que favorezca y permita realizar una vida de colectividad organizada.

Será obligación del Servicio Penitenciario Bonaerense velar para que los establecimientos posean los medios materiales y humanos necesarios para el mantenimiento, desarrollo y cumplimiento de sus fines, tal cual lo establece la presente Ley.

Organización del Régimen Penitenciario Bonaerense.

Artículo 12. 

El ingreso de una persona procesada o condenada, en cualquiera de los establecimientos que dependen del Servicio Penitenciario Bonaerense, se hará mediante orden emanada de la autoridad competente, abriéndose un expediente personal relativo a la situación procesal y penitenciaria de cada interno. Este será secreto para terceros , reservándose el interno el derecho a ser informado de los datos del mismo cada vez que lo requiera.

En el expediente personal deberán constar todos los traslados, historia clínica,  sanciones si las hubiera, salidas, condiciones de detención y todo otro dato pertinente.

La reglamentación determinará el modo y la determinación del equipo encargado de realizar la evaluación a que refiere el artículo 95º y concordantes de la ley 12.256.-
Artículo 13.

Realizado el ingreso, se procederá de manera inmediata a una completa separación teniendo en cuenta el sexo, edad, emotividad, antecedentes, estado físico y mental de manera que: 1.Los hombres y mujeres estarán separados.2.Los que cumplen medidas preventivas estarán separados de los que cumplen condenas efectivas, y en ambos casos, los primarios de los reincidentes.3.Los menores privados de su libertad en ningún caso deberán estar alojados en establecimientos destinados a adultos.4.Las personas privadas de su libertad se encontrarán  ubicadas de conformidad a la reglamentación, teniendo en cuenta para ello el tipo de delito, reincidencia y condiciones personales de los procesados o condenados.5.Las personas privadas de su libertad por delito de violación, deberán estar alojadas en pabellones especiales a fin de poder brindarles el tratamiento y el seguimiento específico médico, psiquiátrico y psicoanalítico que los mismo requieren.
Artículo 14.

La libertad de las personas detenidas, solo podrá ser dispuesta por la autoridad judicial competente.

En el momento de la excarcelación se entregará al liberado el saldo de su cuenta, los valores y efectos depositados a su nombre, la certificación del tiempo que estuvo privado de su libertad, y los certificados, diplomas o calificación profesional obtenida durante el tiempo de su reclusión.

Si careciese de medios económicos, se le facilitarán los necesarios para llegar a su residencia y solventar sus primeros gastos.

Artículo 15.

Los traslados de las personas privadas de su libertad, se efectuarán respetando su dignidad, derechos y garantías. La reglamentación dispondrá las formas y condiciones en que deban realizarse los traslados , de modo tal que se impida un uso institucional lesivo hacia los internos , respetando la dignidad , derechos y garantías de los trasladados.-
Artículo 16.
En los establecimientos dependientes del Servicio Penitenciario Bonaerense deberán realizarse las adecuaciones necesarias a efectos de contar con celdas individuales. Es obligación del estado proveer el alojamiento individual de todos las personas privadas de libertad en un plazo máximo de dos años contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley. 

Hasta tanto se cumplimenten las mismas, se seleccionarán adecuadamente a los internos, teniendo en cuenta la directriz establecida en el artículo 15º , segundo párrafo de la presente Ley.

Artículo 17.

Tanto las dependencias destinadas al alojamiento nocturno de las personas privadas de su libertad, como aquellas en las que se desarrolla la vida en común, deberán satisfacer las necesidades de higiene y estar acondicionadas de manera que el espacio con los que cuenta, la ventilación, el agua, el alumbrado, la calefacción sean las adecuadas para el normal desarrollo de la vida en común.

Asimismo se promoverá en los internos conductas de aseo personal, debiéndose facilitar a los mismos en forma gratuita y en la cantidad y calidad necesaria todos los servicios y artículos necesarios para su higiene diaria.

Artículo 18.

Todas las personas privadas de su libertad tienen el derecho a vestir sus propias prendas, siempre que sean adecuadas, u optar por aquellas que le facilite el establecimiento penitenciario, las que deberán ser apropiadas a las condiciones climatológicas y desprovista de todo elemento que pueda afectar a la dignidad de la persona privada de su libertad.

En los supuestos de salidas al exterior, deberán vestir ropas que no denoten sus condiciones de personas privadas de su libertad.

En caso de carecer de ropas propias, deberán ser provistos de las necesarias.

Artículo 19.

Todas las personas privadas de su libertad deberán ser provistas de la ropa de cama y de muebles adecuados para guardar sus pertenencias.
En caso que el Reglamento Interno del establecimiento no autorice a la persona privada de su libertad  a conservar en su poder su dinero, ropas, objetos de valor u otros que le pertenezcan, los mismos deberán ser guardados por el Servicio Penitenciario Bonaerense en lugar seguro, dando constancia por escrito de la tenencia momentánea de los mismos, y haciéndose responsable de su conservación, o en caso de así ser requerido enviado a las personas autorizadas por el recluso para recibirlos.

Artículo 20.

Las autoridades de los establecimientos penitenciarios deberán adoptar con el mayor celo posible aquellas medidas destinadas a impedir la concreción de incendios y cualquier otro tipo de siniestros en esas dependencias. Queda prohibido el alojamiento de internos en cualquier unidad que no cuente con la aprobación por autoridad competente , de los sistemas de seguridad contra incendios , los que deberán ser periódicamente controlados por la misma autoridad. Las celdas deberán ser provistas , sin excepción alguna, de colchones y almohadas de material no ignífugo.

Artículo 21.

El Servicio Penitenciario Bonaerense proveerá a todas las personas privadas de su libertad de una alimentación adecuada en calidad y abundancia, controlada por el médico, debidamente preparada y con cuidado de las normas higiénicas, teniendo en cuenta la salud, la naturaleza del trabajo, las normas dietéticas y las convicciones filosóficas y religiosas de los internos.

Todas las personas privadas de libertad dispondrán de agua potable a todas horas.

Artículo 22.

Por razones de higiene, y de acuerdo a recomendación del médico, el director del establecimiento penitenciario podrá ordenar la inutilización de ropa o efectos personales contaminados, propiedad de las personas privadas de su libertad.

Asimismo, y cumpliendo expresas instrucciones del médico, el Director decidirá sobre el destino de los medicamentos que el interno tuviere en su poder al momento del ingreso al establecimiento penitenciario, disponiéndose cuales conservará para su personal administración , y cuales deben quedar depositados en la enfermería para su posterior ,o no suministro , de acuerdo a prescripción médica.

Artículo 23.

Los casos de registro, cacheo, recuentos o requisas tanto en las personas privadas de su libertad, como en sus pertenencias e instalaciones del establecimiento donde están alojados, serán efectuados por los agentes del Servicio Penitenciario Bonaerense , sólo en los casos de emergencia objetivamente precisados, y con absoluto respeto a la dignidad inherente a todo ser humano.

Artículo 24.

El Servicio Penitenciario Bonaerense establecerá y estimulará a las personas privadas de su libertad, en la forma en que se detalle en el Reglamento Interno, la participación de las mismas en las actividades o responsabilidades de orden educativo, recreativo, cultural, deportivo, laboral y religioso y en cualquier otra actividad de orden interno.

Artículo 25.

Las personas privadas de su libertad podrán, por su propia cuenta, adquirir productos alimenticios y de consumo. La venta de esos productos podrá ser gestionada por la administración del establecimiento penitenciario, y en ningún caso su costo podrá ser superior a los que rijan en la zona donde se encuentre ubicado el establecimiento.

Artículo 26.

En todos los establecimientos del Servicio Penitenciario Bonaerense se establecerá un régimen horario. El tiempo se distribuirá de manera que garanticen por lo menos ocho horas diarias de descanso nocturno, y que queden debidamente atendidas las necesidades espirituales y físicas, las sesiones de tratamiento y las actividades formativas, laborales, culturales y de esparcimiento de los internos.

Artículo 27. 

El trabajo deberá ser considerado como uno de los elementos esenciales para la resocialización de las personas privadas de su libertad. No debe ser impuesto como una obligación, sino reconocido como un derecho de las personas privadas de libertad. Entendiéndose por ello , que : 1.No debe ser aplicado como una medida de castigo.2.Las tareas a asignarse no deben afectar la dignidad de las personas privadas de su libertad.3.Tenderá a la capacitación o al desarrollo de aptitudes laborales, tomando en cuenta la experiencia y la formación profesional de los internos, tendrá fines tanto productivos como terapéuticos y su intencionalidad deberá ser preparar a las personas privadas de su libertad para las condiciones  normales del trabajo libre.4.Deberá gozar de todos los derechos de la seguridad social y no deberá estar supeditado a los intereses económicos del Servicio Penitenciario Bonaerense.5.Podrá realizarse tanto dentro como fuera del establecimiento penitenciario, debiendo darse carácter prioritario a la formación profesional y académica de las personas privadas de su libertad.6.Se fomentará en todo tipo de trabajo productivo, la creación de cooperativas o micro emprendimientos u otro tipo de organización similar para los internos, los que integrarán las comisiones directivas de las mismas.7.Todo trabajo productivo que realicen la personas privadas de su libertad, deberá ser justamente remunerado y se desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en la legislación vigente en la materia.8.Se impulsará todo tipo de actividades artesanales, intelectuales y artísticas.9.Todo tipo de trabajo a desarrollar por las personas privadas de su libertad, deberá ser compatibles con las sesiones de tratamiento y con las necesidades de enseñanza en los niveles obligatorios.10.Quedarán exceptuados del cumplimiento de su trabajo  todas aquellas personas privadas de su libertad sometidos a tratamiento médico, los que padezcan incapacidad permanente, los mayores de setenta años, las mujeres embarazadas durante el período que fija la legislación vigente, y los que estén impedidos por razones de fuerza mayor.11.El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá facilitar los medios de ocupación que estén a su alcance, permitiendo a las personas privadas de su libertad la obtención de otros, siempre que estos sean compatibles con la situación procesal y la seguridad y el orden del establecimiento.12.La administración del establecimiento penitenciario organizará y planificará el trabajo productivo, garantizando el descanso semanal, respetando la jornada de trabajo conforme la legislación común, asegurará una retribución justa conforme al rendimiento, categoría profesional y clase de actividad desempeñada.13.El salario no será embargable salvo en las condiciones que se fijan en la legislación laboral vigente , garantizando que la persona privada de su libertad afronte sus obligaciones familiares.14.Las personas privadas de su libertad podrán ejercer  la defensa de todos sus derechos e intereses laborales o cooperativos ante los organismos y tribunales competentes, con las garantías que la ley le otorga a los trabajadores libres.15.Dentro de los límites racionales, y de acuerdo a la preparación profesional y al régimen disciplinario a que esté afectado el recluso, éste podrá escoger la clase de trabajo que desee realizar.

Artículo 28.

El Estado Provincial dará carácter preferente en igualdad de condiciones en las adjudicaciones de suministros de productos o servicios a los producidos por las personas privadas de su libertad.

Artículo 29. Asistencia Sanitaria.

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá arbitrar los medios necesarios para que en cada establecimiento dependiente del mismo se aseguren las prestaciones sanitarias mínimas y necesarias a todos los internos. Se deberá contar con, por lo menos : un médico general que cuide la salud física y vigile las condiciones de salubridad e higiene del establecimiento, con un médico psiquiatra o un psicólogo que vele por la salud mental de los internos, pudiendo ambos pedir la colaboración de especialistas en caso de ser necesario. Se deberá contar además con un odontólogo, y personal auxiliar adecuado para todos los servicios.-

Además de los servicios sanitarios internos del establecimiento, las personas privadas de su libertad podrán ser derivados a las instituciones hospitalarias y asistenciales con que cuente el Servicio Penitenciario Bonaerense, o en su defecto y en caso de ser necesario a otros centros hospitalarios.

Las personas privadas de su libertad podrán solicitar a su costa los servicios médicos de profesionales ajenos a las instituciones penitenciarias, excepto en circunstancias excepcionales que por razones de seguridad limiten ese derecho.

Artículo 30.

Los establecimientos penitenciarios dependientes del Servicio Penitenciario Bonaerense deberán contar en sus instalaciones con: 1.Enfermería, con número suficientes de camas teniendo en cuenta la población del establecimiento, provista del material clínico, instrumental adecuado, productos farmacéuticos básicos para curas de urgencia e intervenciones dentales.2.De una dependencia para la atención de la salud mental, observación psiquiátrica y tratamiento de adicciones, acondicionada a efectos de respetar absolutamente la privacidad en las sesiones terapéuticas.3.De una dependencia para enfermos contagiosos.

Artículo 31.

En los establecimientos penitenciarios para mujeres, deberá contarse:1.De una dependencia  dotada del material de obstetricia necesario para el tratamiento de las internas embarazadas y de las que han dado a luz, como así también para atender a partos cuya urgencia impidan el traslado o requieran de mayor complejidad.2.Las mujeres privadas de su libertad, podrán tener consigo a los hijos menores a los cuatro años de edad, debiéndose por lo tanto disponer de una dependencia especial para guardería infantil.3.Se deberá arbitrar los recursos humanos y materiales para que el servicio de obstetricia realice los controles periódicos respecto al papanicolau, copolscopia y mamografía a todas las internas, las que deberán ser provistas adecuadamente de los insumos tales como toallas higiénicas y cualquier otro específico a su género, en cantidad y calidad adecuada.4.El Servicio Penitenciario Bonaerense podrá celebrar convenios con entidades públicas y privadas con el fin de potenciar el desarrollo de los vínculos materno infantil y garantizando la correcta formación de la personalidad del niño, teniendo en cuenta la especial circunstancia de que la madre se encuentra privada de su libertad.5.El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá establecer un régimen especial de visitas para los niños mayores de cuatro años que no convivan con su madre dentro del establecimiento, guardando cumplimiento estricto en cuanto a la frecuencia y privacidad de las mismas.6.Los establecimientos deberán contar con médicos formados en la especialidad de ginecología.-

Artículo 32.

Deberá considerarse enfermedad incurable en período terminal a aquella , que conforme a los conocimientos científicos y los medios terapéuticos disponibles no puedan interrumpirse o involucionar, y de acuerdo a la experiencia clínica lleve al deceso del interno en un lapso aproximado de seis meses. A tal fin se aplicarán los criterios generales vigentes en las distintas especialidades médicas. 

El Servicio Penitenciario Bonaerense está obligado a garantizar la provisión de insumos médicos para todos los tratamientos relacionados con las patologías señaladas en el primer párrafo de este artículo. Deberá además prestar especial atención a todas las patologías infecto contagiosas, y asegurar los insumos necesarios para su control, prevención y tratamiento.

La reglamentación establecerá las condiciones que admitan a los enfermos terminales permisos especiales de salida.

Del Régimen disciplinario.

Artículo 33. 

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá garantizar la seguridad y asegurar una convivencia ordenada en todas las instituciones a su cargo. Para ello establecerá un régimen disciplinario basado en el respeto absoluto a la dignidad humana de todas las personas privadas de su libertad que se encuentren a su cargo. 

Artículo 34.

El Reglamento de cada una de los establecimientos penitenciarios establecerá cuales son los actos pasibles de sanción y las medidas disciplinarias correspondientes, los que deben ser puestos en conocimiento de los internos al ingreso en el establecimiento penitenciario.

Los internos no serán pasibles de medidas disciplinarias por faltas que no estén contenidas en el reglamento. El mismo deberá fijar la composición de un comité técnico de disciplina, el que podrá reducir la sanción por cuestiones que afecten la salud física o mental del interno, o detecte un error en la aplicación de la misma suspendiéndola por completo.

Artículo 35.

Las infracciones disciplinarias se clasificarán en faltas graves, muy graves y leves y no podrán imponerse otras sanciones que las que a continuación se detallan:1.Aislamiento en celda, que no podrá exceder de quince días, quedando expresamente prohibido el encierro en celda oscura o cualquier otra medida cruel, inhumana o degradante.2.Aislamiento de hasta cinco fines de semana, respetando lo expuesto en el punto 1.3.Privación de permisos de salida por un tiempo que no podrá exceder de dos meses.4.Limitación de las comunicaciones orales al mínimo tiempo previsto reglamentariamente, durante un mes como máximo.5.Privación de paseos y actos recreativos comunes de hasta un mes como máximo.6.Amonestación.

Artículo 36.

El aislamiento en celda solo podrá aplicarse en los casos en que el interno manifieste una evidente agresividad o violencia,  y la celda en la que cumplirá la sanción deberá poseer las mismas características que las celdas comunes del establecimiento penitenciario.

La sanción de aislamiento deberá ser controlada por el médico y el psicólogo o psiquiatra del establecimiento, quienes pueden aconsejar la suspensión o modificación de la sanción.
La sanción de aislamiento no podrá aplicarse a las mujeres embarazadas, lactantes, y a las que tuvieran consigo a sus hijos.

El aislamiento se cumplirá en la celda que habitualmente ocupe el interno, y en los supuestos que la comparta con otros hasta tanto se realice la adecuación edilicia correspondiente que prescribe el artículo 16º, pasará a una individual, de características comunes a las celdas normales del establecimiento.

Artículo 37.

Ningún interno será sancionado sin ser previamente informado de la infracción cometida, pudiendo presentar su defensa en forma verbal o escrita, debiendo suspenderse en ese caso la aplicación de la medida hasta tanto se resuelva el recurso  presentado, el que deberá tener un trámite urgente.

Artículo 38.

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá establecer reglamentariamente en cada uno de los establecimientos a su cargo, las medidas especiales de seguridad y las condiciones de su aplicación para los siguientes casos: 1.Para impedir evasión de internos o violencia entre los mismos.2.Para evitar daños que puedan provocarse los internos a si mismos, a otras personas o cosas.

Estas medidas deberán ser comunicadas de inmediato a las autoridades judiciales y serán aplicadas exclusivamente durante el tiempo que subsiste el peligro.

Queda prohibidos como medios de coerción o sanción el uso de esposas, cadenas, grillos, camisas de fuerza, y cualquier otro medio de similar naturaleza
Artículo 39.

Ningún miembro del Servicio Penitenciario Bonaerense podrá utilizar y/o portar armas de fuego en el desempeño de sus funciones de vigilancia dentro de los establecimientos penitenciarios.

De los derechos de los internos.

Artículo 40. 

La buena conducta de los internos, su espíritu de trabajo, su sentido de la responsabilidad tanto en el comportamiento personal como de grupo, deberán ser promovidas en las reglamentaciones y por las autoridades y funcionarios del servicio.-

La reglamentación establecerá un régimen de salidas , que dependerá de autorización judicial expresa , la que deberá preveer su otorgamiento en casos de fallecimiento o enfermedad grave de padres, cónyuge, hijos, hermanos y otras personas vinculadas íntimamente con los internos, y así también por  nacimiento de hijo, y otros acontecimientos familiares de importancia. Estas salidas se realizarán tomando las medidas de seguridad pertinentes.
Se preverán permisos de salida, que también dependerán de autorización judicial expresa de hasta diez (10) días, para aquellos internos próximos a salir en libertad, como una forma de preparación para la vida libre, previo informe del equipo técnico y siempre que no observen mala conducta. Estos permisos de salida se darán durante el transcurso del último tercio de su condena.
Artículo 41.

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá informar por escrito y a través de la dirección de  cada uno de los establecimientos a su cargo el régimen del establecimiento, las normas disciplinarias y las sanciones correspondientes, los medios para formular quejas y recursos a cada uno de los internos en el momento de ingreso a la institución, y cualquier otra información necesaria para conocer sus derechos y obligaciones, que le permita su  adaptación a la vida del establecimiento. Si el recluso es analfabeto, se le informará verbalmente.

Artículo 42.

Todas las personas privadas de su libertad tienen derecho de formular quejas y/o peticiones relativas a su tratamiento o al régimen del establecimiento ante la dirección del mismo,  o ante otras instancias estatales o judiciales, tanto en forma oral como escrita. En este último caso, podrán presentarla en pliego cerrado, que se entregará bajo recibo. La autoridad receptora de la petición o queja, deberá examinarla sin demora, dando respuesta a la misma en el más breve plazo posible.

Artículo 43.

Las personas privadas de su libertad tendrán derecho a designar por voto secreto y voluntario a un representante de ellos por establecimiento, que tendrá la función de representarlos ante las autoridades del mismo y ante cualquier otra autoridad competente con el objetivo de garantizar el cumplimiento de la presente Ley. 
Esta representación no limita ni condiciona el ejercicio de ningún derecho  de las personas privadas de su libertad. El recluso podrá hablar con cualquier funcionario que se haga presente en el establecimiento, a solas, con absoluta privacidad.

Artículo 44.

Todas las personas privadas de su libertad podrán comunicarse periódicamente, de forma oral o escrita, en su propia lengua, con sus familiares, amigos, representantes acreditados de organismos e instituciones tanto públicas como privadas, salvo los casos impedidos por orden judicial expresa. 

El Servicio Penitenciario Bonaerense respetará en todas las instituciones a su cargo el derecho de los internos a la confidencialidad y privacidad de estas comunicaciones, preservando  la intimidad sin ningún tipo de restricciones. 

Las comunicaciones con los representantes legales de los internos se realizarán en departamentos apropiados y no podrán ser suspendidas o intervenidas, salvo por expresa orden judicial. Esos mismos departamentos podrán ser utilizados para la comunicación de los internos con asistentes sociales, profesionales, sacerdotes o ministros del credo del interno, cuya presencia haya sido reclamada previamente. Estas comunicaciones podrán ser efectuadas telefónicamente, respetando la intimidad y privacidad de las mismas.

Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de las facilidades adecuadas para comunicarse con sus representantes diplomáticos y consulares. Aquellos ciudadanos extranjeros ilegales, también deberán contar con dichas facilidades.

Artículo 45.

En los casos de muerte, enfermedad o accidente grave del interno, el director del establecimiento penitenciario deberá informar en forma inmediata al familiar más próximo o a la persona designada oportunamente por el interno.

Igualmente se procederá a informar al interno en caso de fallecimiento o enfermedad grave de un familiar o de una persona íntimamente ligada al mismo.

Toda persona privada de su libertad tiene el derecho de informar en forma inmediata el hecho a su representante legal y a un familiar, al igual que comunicar el traslado a otro establecimiento inmediatamente al ingreso al mismo.

Artículo 46.

Todos los establecimientos penitenciarios deberán contar con lugares especialmente adecuados para las visitas familiares. Igualmente se contarán con locales especiales para las visitas íntimas, los que deberán resguardar absolutamente la intimidad de las parejas.

Artículo 47.

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá respetar en todos los establecimientos a su cargo, la libertad de culto de las personas privadas de su libertad alojados en los mismos, facilitando además los medios para que dicha libertad pueda ejercerse y ejercitarse.

Del derecho a la educación.

Artículo 48.

El Servicio Penitenciario Bonaerense deberá asegurar en todos los establecimientos a su cargo, el derecho a la educación de todos los internos, de forma tal que: 1.En cada establecimiento deberá existir una escuela en la que se desarrollará la instrucción de los internos, especialmente de los jóvenes y analfabetos.2.Las enseñanzas que se impartan deberán ajustarse a las pautas de la enseñanza formal y capacitación profesional.3.La dirección de los establecimientos penitenciarios deberán fomentar el interés de los internos por el estudio, dando las mayores facilidades para que puedan seguir los cursos de ser posible en el exterior, y los que estén privados de esa posibilidad lo realicen  por correspondencia, radio, televisión o informática.4.La dirección organizará las actividades educativas, culturales, profesionales de acuerdo al sistema oficial en la materia, a fin que los internos puedan recibir las correspondientes titularizaciones, facilitando todo aquello que permita cumplir con los exámenes correspondientes y con las comunicaciones necesarias con los profesores de las distintas materias. 5.En cada establecimiento penitenciario deberá existir una biblioteca provista del material de estudio adecuado y que contengan bibliografía general que hagan a la formación cultural y profesional de los internos. La dirección facilitará la obtención  de todo material inexistente en la biblioteca de la institución,  ya sea a través de bibliotecas ambulantes o de instituciones de índole estatal o privado.6.En todos los establecimientos penitenciarios deberá respetarse el derecho de los internos a disponer de libros, periódicos, revistas de libre circulación, como a estar informados por medios radiofónicos, televisivos, informáticos y otros análogos.

De la reinserción social.
Artículo 49.

Los establecimientos deberán organizar las actividades de los internos de modo que promuevan su reinserción social, con la finalidad de lograr incorporar en los mismos el respeto hacia si mismo y hacia los demás, y preparándolos para que pueda autosatisfacer lícitamente sus necesidades y la de su grupo familiar si lo tuviere.

Todos los servicios deberán planificar las actividades sobre la base del conocimiento de la personalidad de los internos, de la de sus entornos familiares y sociales. En esas actividades se deberán respetar todos los derechos constitucionales de los internos no afectados por la condena , y deberán recibir un trato respetuoso y digno , fomentando su participación en la planificación prevista, su desarrollo  y en la ejecución de su tratamiento.

Artículo 50.

Las actividades de reinserción deberán tener en cuenta :1.Estudio científico de la personalidad, respecto a la constitución, carácter, aptitudes y actitudes, motivaciones dinámica y evolución de su personalidad, la que se reseñarán en el expediente correspondiente de cada interno.2.Relacionar todo ello con un diagnóstico de personalidad criminal, con el resumen de la actividad delictiva y todos los datos ambientales tanto individuales, familiares y sociales del interno.3.Se utilizarán para su individualización métodos médicos biológicos, psiquiátricos, psicológicos, pedagógicos y sociales.4.Se realizará un plan general de aplicación de cada método  y la distribución de acciones concretas definidas entre los diversos especialistas y educadores. El mismo será continuo y dinámico y se registrará  la incidencia de las actividades en la evolución de la personalidad del interno durante el cumplimiento de la condena.5.La evolución de la conducta de los internos determinará la consiguiente propuesta de traslado al establecimiento que corresponda o, dentro del mismo, el pase a otra sección de diferente régimen.6.Cada seis meses los internos deberán ser evaluados individualmente para reconsiderar su situación, debiendo la misma ser notificada al interesado. El interno podrá, si lo considera apropiado, reclamar ante las autoridades pertinentes.7.Para grupos determinados de internos, cuyo seguimiento así lo amerite se podrán organizar programas basados en el principio de comunidad terapéutica, realizándose las sesiones de asesoramiento psicopedagógico y de psicoterapia de grupo que el equipo considere pertinente.8.En las actividades a desarrollar se integrará la formación y perfeccionamiento profesional de aquellos internos cuya readaptación así lo requiera, con asesoramiento psicológico continuo durante el proceso formativo.9.Cuando esté próxima la libertad del interno, se emitirá un informe pronóstico final, en el que constarán los resultados obtenidos y el juicio de probabilidad sobre el comportamiento futuro del mismo en libertad, el que será elevado a la autoridad judicial pertinente para los casos de libertad condicional.

Artículo 51.

Las tareas de observación y evaluación las realizará un equipo cualificado de especialistas, cuya composición y funciones deberá establecer la autoridad de aplicación , el que desarrollará su tarea en cada uno de los establecimientos penitenciarios que dependen del Servicio Penitenciario Bonaerense.

El equipo podrá contar con la colaboración y participación de aquellos ciudadanos e instituciones públicas o privadas ocupadas en la resocialización  de las personas privadas de su libertad.

Artículo 52.

La autoridad de aplicación dispondrá la constitución de un equipo central  de observación de los internos integrado por un cuerpo técnico  multidisciplinario con los  fines de:1.Completar la labor de los equipos de observación y tratamiento en sus tareas específicas de cada uno de los establecimientos a su cargo.2.Resolver las dudas y consultas de carácter técnico que se les formule de cada establecimiento.3.Realizar una labor de investigación criminológica. 4.Participar de las tareas docentes  de la escuela de estudios penitenciarios. 5.Asesorar respecto a aquellas situaciones  de los internos que se presenten dudosas o difíciles para los equipos de los establecimientos, atendiéndolos en forma directa.

Artículo 53.

Las penas privativas de la libertad se ejecutarán conforme lo determinan las leyes nacionales y provinciales de aplicación ; y se cumplirán en establecimientos de régimen cerrado y/o de régimen abierto. Los establecimientos de régimen cerrado estarán destinados a internos de alta peligrosidad. En ningún caso se mantendrá a un interno en un establecimiento y/o sección inadecuada, en relación a su conducta y su situación personal.

Organización y funciones.

Artículo 54.
El Servicio Penitenciario Bonaerense depende del Ministerio que determine la autoridad de aplicación, y a través de él recibe los mandatos que le sean impartidos por el Poder Ejecutivo.

Artículo 55.

Estado penitenciario es la situación jurídica que resulta del conjunto de derechos y obligaciones establecido por la presente Ley. Dicho estado es el atributo del personal que integra la dotación permanente del Servicio Penitenciario Bonaerense, tanto en actividad como en situación de retiro. 

El estado penitenciario se pierde cuando se da la baja al agente, no importando ello la pérdida de los derechos a retiro y pensión que puedan corresponder al agente o a sus herederos directos, salvo en los casos de infracciones graves por abuso de autoridad, tortura, u otras violaciones graves a los derechos humanos.

Artículo 56.

La jefatura del Servicio Penitenciario Bonaerense la ejercerá el funcionario que a tal efecto designe el Poder Ejecutivo y tendrá su asiento en la ciudad de La Plata.

Para la designación se realizará una evaluación exhaustiva de los candidatos, quienes podrán o no ser funcionarios activos o retirados del Servicio Penitenciario Bonaerense. Se tendrán en cuenta sus antecedentes profesionales, trayectoria, formación, y todo aquello que haga al mejor desempeño de sus funciones, especialmente en el respeto irrestricto a los derechos humanos de las personas privadas de su libertad.

Artículo 57.

Si la designación recayera en un miembro del Servicio Penitenciario Bonaerense en actividad, le será respetado el grado que posea, computándosele el tiempo en que desempeñe su función a los efectos de la antigüedad para el retiro.

Artículo 58.

El jefe del Servicio Penitenciario Bonaerense es el responsable de la conducción del servicio, y bajo su dependencia funcionan los distintos organismos, institutos, unidades, dependencias y servicios destinados a la custodia y guarda de las personas privadas de su libertad de acuerdo a lo reglado en la presente Ley. Le corresponde la fijación del destino y la función del personal a su cargo, salvo en los casos de delegación por vía reglamentaria.

Asimismo dictará los reglamentos internos de los distintos organismos, institutos, unidades, dependencias y demás servicios a su cargo, respetando las disposiciones contenidas en la presente Ley. Propondrá al Poder Ejecutivo los ascensos tanto del personal superior como del subalterno.

Artículo 59.

El Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, designará un Subjefe del Servicio Penitenciario Bonaerense, para el que también regirá lo establecido en el artículos 57º de la presente Ley.

Artículo 60.

Es función del Subjefe del Servicio Penitenciario Bonaerense cumplir con las responsabilidades que le asigne el Jefe del Servicio, reemplazándolo en caso de ausencia, enfermedad, vacancia o delegación, con todas las obligaciones y facultades que corresponde al titular.

Artículo 61.

Las Direcciones y Subdirecciones del Servicio Penitenciario Bonaerense, serán desempeñadas por funcionarios de carrera del mismo. La asignación de las respectivas funciones, serán efectuadas por el Jefe del Servicio Penitenciario Bonaerense.

Artículo 62.

Los titulares de las distintas direcciones, formarán la Plana Mayor del Servicio Penitenciario, que deliberará por convocatoria del Jefe del Servicio Penitenciario. Deberá abocarse al estudio y análisis de los distintos problemas que le sean derivados-
Artículo 65.

Los funcionarios a cargo de todos los establecimientos dependientes del Servicio Penitenciario Bonaerense serán responsables directos de la vida, la integridad personal, el honor, y la salud de todas las personas privadas de libertad durante todo el tiempo de detención en los mismos. Asimismo serán responsables directos del cumplimiento de la presente Ley por parte del personal a su cargo.  

La reglamentación determinará  el grado de corresponsabilidad directa en que pudiesen incurrir los funcionarios superiores  del Servicio Penitenciario Bonaerense por los hechos lesivos a los bienes jurídicos referidos en el párrafo anterior.

Artículo 63.

Ningún funcionario del Servicio Penitenciario Bonaerense podrá excusar su conducta por razones de obediencia debida a órdenes ilegítimas impartidas por autoridades superiores.

Artículo 64.

Todos los miembros del personal del Servicio Penitenciario Bonaerense deberán conducirse y cumplir sus funciones en toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y ejerza una influencia beneficiosa en los reclusos. 

Después de su entrada en la carrera y durante el tiempo que esté en servicio,  deberá mantener y mejorar sus conocimientos y capacidades profesionales siguiendo cursos de perfeccionamiento que se organizarán periódicamente.

Artículo 65. 

En los establecimientos para mujeres, todo el personal será femenino, incluyendo las direcciones y subdirecciones de los mismos. 

Escuelas e Institutos Penitenciarios.

Artículo 66. 

Las Escuelas Penitenciarias y los Institutos Penitenciarios son los Establecimientos destinados al reclutamiento, formación y perfeccionamiento del personal del Servicio Penitenciario Bonaerense.

Artículo 67.

Los planes de estudio de las Escuelas e Institutos Penitenciarios, deberán ser formulados a fin de capacitar a los futuros agentes en el irrestricto respeto de los derechos y garantías de las personas privadas de su libertad, otorgados por la Constitución Nacional, la Constitución Provincial, las Convenciones, Tratados y Reglas Internacionales suscriptas por nuestro país.-
A tal efecto, dichos planes deberán ser revisados y reformulados por una comisión de expertos integrada por representantes de organismos de derechos humanos, tanto públicos como privados, de las universidades estatales con carreras afines a la cuestión penitenciaria y a la resocialización de los reclusos. 

Disposiciones generales y transitorias

Artículo 68.
El Poder ejecutivo determinará la autoridad de aplicación de la presente ley.-

Artículo 69.

La autoridad de aplicación realizará en el plazo que fija la presente ley , la modificación de los regímenes , modalidades y programas que se encuentran vigentes por aplicación de la ley 12.256 , para su adecuación a los principios , reglas mínimas y derechos consagrados en la presente.-

La presente ley deberá ser reglamentada en el término de ciento ochenta (180) días contados a partir de su promulgación.
Artículo 70.
Autorízase al Poder Ejecutivo a adecuar las partidas presupuestarias correspondientes, para el cumplimiento de la presente ley.-

Artículo 71.

Derogase los artículos 4º , 9º a 10º , 12º a 16º , 18º , 22º a 25º, 27º a 29º, 40º a 46º , 66º , 70º a 76º , 87º a 89º , 136º a 139º , 141º a 143º, 152º a 154º de la ley 12.256.-
Artículo 72.

Derogase el Decreto Ley 9.079/78 y leyes modificatorias , la Ley 10.158, la Ley 11.257 , y todo otro texto que se oponga a la presente ley.
Artículo 73.

Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS

Fundamentar el porqué una nueva Ley que regule el Servicio Penitenciario Bonaerense, parece innecesario. Este es uno de los tantos temas pendientes no solo en nuestra provincia, sino en nuestro país, sobre la adecuación de nuestras leyes a la normativa internacional que rige en las distintas materias. Mantener vigente un decreto ley de la dictadura genocida, hoy, es algo que el sistema democrático no se puede permitir.

Nuestra provincia tiene, a estimaciones de un año atrás, el 72,8% de las personas privadas de su libertad en prisión preventiva. Las denuncias de torturas y malos tratos tanto en comisarías como en institutos penitenciarios son permanentes, sin que sus responsables sean juzgados y castigados dentro del marco de la ley. A lo sumo, los responsables de estos hechos son trasladados de una institución a otra.

En su informe 2004 “Superpoblación y violencia en cárceles y comisarías” el Cels entre otras consideraciones decía: “La superpoblación en cárceles y comisarías es un problema crónico que las prácticas institucionales no están enfrentando seriamente. La superpoblación y las condiciones inhumanas de detención, promueven la violencia al interior de las unidades, tanto entre las personas alojadas como desde los funcionarios que emplean la violencia como mecanismo de control y disciplinamiento dentro de las cárceles. El Poder Judicial no investiga ni sanciona estos episodios, salvo honrosas excepciones vinculadas  al Ministerio Público de la Defensa, sino que la regla es la apatía, el trato superficial de la cuestión, cuando no, la tolerancia”.

En nuestra provincia los motines, los hechos de violencia, las muertes de personas privadas de su libertad, son moneda corriente.

Tanto las condiciones de alojamiento, como el trato que reciben las personas privadas de su libertad dentro de los establecimientos de parte de los funcionarios y agentes del Servicio Penitenciario Bonaerense, son permanentemente denunciados tanto por los reclusos como por sus familiares e instituciones de la sociedad civil, sin que se tome ninguna medida que frene este accionar.

En el mismo informe mencionado, el Cels manifiesta “Las estadísticas sobre fallecimientos y lesiones ocurridos en el ámbito penitenciario constituyen una clara evidencia de los riesgos que entraña la privación de la libertad en las cárceles. En el ámbito del Servicio Penitenciario Bonaerense, sólo durante el año 2003, 139 personas murieron. Los episodios que concluyeron con la muerte violenta de internos alojados en establecimientos bonaerenses han constituido, en el último tiempo, una referencia permanente en el ámbito penitenciario provincial. Resulta evidente la responsabilidad de la administración penitenciaria en estos episodios, sino propicia la violencia entre los internos, cuanto menos, la tolera. Por otra parte la existencia de suicidios sospechosos e incendios intencionales posiblemente guarde vinculación con ajustes de cuentas o represalias que persiguen el disciplinamiento y la sumisión del resto de la población privada de libertad, ante episodios de corrupción en la administración penitenciaria. Además de las 139 muertes, se registraron 3.399 lesiones, a razón de 9 por día en episodios de distinto carácter, siendo muchas de esas lesiones producto de la tortura de las que son víctimas los internos”.
Este accionar de los agentes del Servicio Penitenciario Bonaerense, deviene de los planes de estudio con los que se los capacita y forma. Aún los contenidos ideológicos de la doctrina de la seguridad nacional, no han desaparecido de muchos de los formadores de los nuevos agentes. Ello hace ver al interno como un enemigo en vez de un ser humano que debe ser re socializado y respetado en su dignidad.

En el histórico fallo del 4 de mayo de 2005, la Suprema Corte de Justicia de la Nación dando respuesta a un recurso de amparo colectivo interpuesto por el Cels, sobre la situación imperante en las cárceles de nuestra provincia, define a la prisión como ”un establecimiento en el que hay un fino equilibrio entre los presos y personal, y la superpoblación provoca descontrol y violencia llevando ese equilibrio siempre precario al límite de la fragilidad”. Agrega más adelante “Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas se han convertido por vía del artículo 18 de la Constitución Nacional en el estándar internacional respecto de las personas privadas de su libertad. No cabe duda de que hay un marco normativo no solo nacional, sino también internacional que, de confirmarse y continuarse la situación planteada, estaría claramente violado en la Provincia de Buenos Aires”. Este fallo permitió la disminución de personas alojadas especialmente en comisarías, cuyo total a fines del 2007 ascendía a 2982, y en establecimientos penitenciarios a 24.153.
Este fallo establece objetivos a alcanzar tales como evitar la detención de menores y enfermos en comisarías, erradicar y reparar situaciones que configuren tratos crueles, inhumanos y degradantes, evitar el abuso de la prisión preventiva, controlar la observancia de las Reglas Mínimas, ordenar al Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires la obligación de informar a los jueces sobre las condiciones de detención.

En la ampliación de la denuncia presentada en la causa 83909, “Verbitsky, Horacio Habeas corpus. Rec. De Casación. Rec. Extraordinario de nulidad e inaplicabilidad de la ley” , entre otras observaciones expresa que se sigue violando los estándares internacionales en las nuevas unidades penitenciarias inauguradas recientemente, tal el caso de la Unidad 44 de Mar del Plata  (junio de 2006),  que motivara que el Juez de Ejecución, Dr. Perdicchizi manifestara “la escasa cantidad de alimentos provistos a los internos, falta de cubiertos, vajilla, mosquiteros, pérdida de agua en cocina, falta de materiales de limpieza y desinfección del área sanidad, falta de profesionales en psiquiatría y enfermería, falta de insumos en el sector sanidad, en especial los instrumentos de sutura de heridas”.

El Cels cita como caso emblemático de las unidades inauguradas, la 28 de Magdalena, donde la noche del 15 de octubre de 2005 mueren 33 internos a causa de un incendio, manifestando que “ese hecho fue un claro exponente de la política de construcción de módulos de bajo costo que lleva adelante la provincia de Buenos Aires. Estos módulos “son ampliaciones edilicias que se efectúan para aumentar la capacidad original de las unidades carcelarias sin el incremento de los servicios adicionales”.
“Se trata de pabellones colectivos de más de 50 personas, con insuficiente cantidad de baños…” …”Así las nuevas construcciones edilicias llevadas adelante para solucionar el problema de la superpoblación carcelaria no respetan los estándares mínimos para el alojamiento de detenidos”.

El informe de la Asesoría Pericial de La Plata del 26 de julio de 2007, determina: “El edificio nunca debió estar habilitado por no reunir las condiciones reglamentarias en cuanto a los medios de escape en caso de incendio. El lugar tal como estaba construido y funcionaba, hacía probable que tarde o temprano se sucediera un hecho como el ocurrido. El pabellón, ya desde su proyecto, tenía graves falencias en relación a los medios de escape. No tenía ninguna salida de escape reglamentario. El módulo mostraba una clara situación de hacinamiento. El tipo de colchones y almohadas hechos de materiales muy combustibles y con desprendimientos de gases muy tóxicos. Los matafuegos no estaban a la distancia recomendable ni en lugar visible, los hidrantes no tenían el final de obra, carecía de bombas para presión de incendio de arranque automático, y no estaba aprobada la red de incendios en su conjunto por las autoridades de Bomberos de la Provincia de Buenos Aires”.
En esta presentación el Cels detalla que a fines del 2007 el 72,8% de las personas privadas de libertad eran procesadas, el 15,3% condenadas, y el 11,6% inimputables con medidas de seguridad controladas por monitoreo electrónico y con alojamiento trasitorio.

Propone como medidas a incorporar en la acordada de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que en las visitas a las cárceles y comisarías se controle:

-Si el lugar cuenta con celdas individuales destinadas al aislamiento nocturno (reglas 9 y 86).

-La superficie y altura per cápita de la celda (regla 10).

-La calefacción, ventilación e iluminación (artificial y natural) del lugar (reglas 10 y 11).

-Si cuenta con las instalaciones sanitarias adecuadas para que el detenido pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y decente (regla 12)
-Si el lugar cuenta con un adecuado sistema antiincendio y medios de escape en casos de emergencias.

-El acceso a una ducha con agua caliente y a los artículos de aseo indispensables para la salud y limpieza de la persona privada de libertad, de acuerdo a las necesidades diferenciales de hombres y mujeres (reglas 13, 15, y 16).

-La instalación de una cama por interno, adecuadamente aislada del suelo y con las dimensiones necesarias para el descanso apropiado del interno, con provisión de la correspondiente ropa de cama regularmente aseada (regla 19). La provisión de colchones ignífugos.

-Que los alimentos que reciban los internos tenga un valor nutritivo suficiente para el mantenimiento de su salud y su fuerza (regla 20).

-Si existe contacto diario con el aire libre, con posibilidad de desplazamiento (regla 21).

-Posibilidad de acceder a un servicio médico adecuado (reglas 22, 24 y 25).

-Posibilidad de acceder a un sistema educativo (regla 77).

-Posibilidad de acceder a un trabajo remunerado afín a las necesidades e intereses del interno (reglas 71, 72, 74, 75, 76 y 89).

Para este proyecto, se consultó legislación internacional, en especial  la Ley del Servicio Penitenciario Español.

El Proyecto de ley que aquí se presenta, ha tenido el cuidado de delimitar con precisión el alcance de la normativa sobre la materia a legislar , con el claro objetivo de no colisionar su texto con aquellas facultades delegadas en el Congreso Nacional (artículo 75 inciso12 Constitución Nacional).-

Por otra parte cabe mencionar , que desde un punto de vista político y centrando el marco teórico en el campo del derecho constitucional, con la presente iniciativa, la Provincia de Buenos Aires avanza en la construcción de nuevos niveles mínimos de protección de derechos humanos con los cuales se comprometió el estado nacional internacionalmente.-

Esta facultad legislativa que la Provincia detenta -y de la que el proyecto hace uso- a través de la cual se garantiza la progresividad de los derechos humanos, demuestra un compromiso por parte del Estado , en el accionar de uno de sus poderes, que lejos de negar la dura realidad institucional, aspira a crear las normas que permitan su transformación.-
Por los motivos expuestos, es que solicitamos el acompañamiento de los señores legisladores para la aprobación del presente proyecto de Ley.

